
 

Bogotá D.C., 30 de agosto de 2023 

 

SEÑORES:  

JUZGADO VEINTIDÓS (22°) CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ D.C. 

cmpl22bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 

E.  S.  D.  

  

REF.   PROCESO VERBAL DE RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL   

Accionante:       11001400302220210039300  

Accionado:        ENEL COLOMBIA S.A. E.S.P. antes ENEL COLOMBIA S.A. E.S.P.    

 

Asunto:   CONTESTACIÓN DE DEMANDA    

 

JULIANA ANDREA ÁLVAREZ BERNAL, mayor de edad, residente y domiciliada en esta ciudad, 

identificada con cédula de ciudadanía número 1.010.239.936 de Bogotá D.C., abogada en ejercicio y 

portadora de la tarjeta profesional 369.614 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en mi 

calidad de APODERADA JUDICIAL de Enel Colombia S.A. E.S.P.1 sociedad constituida mediante 

Escritura Pública No. 562 del 01 de marzo de 2022 de la Notaría 11 de Bogotá D.C., inscrita en esta 

Cámara de Comercio el 1 de marzo de 2022, con el No. 02798609 del Libro IX, a través de la cual se 

perfeccionó la fusión de antes Emgesa - Sociedad Absorbente – la  cual absorbió a la sociedad 

CODENSA S.A. E.S.P. y otras, como consta en el Certificado de Existencia y Representación Legal 

recientemente expedido y adjunto, por medio del presente escrito y con el acostumbrado respeto, 

me permito, CONTESTAR LA DEMANDA de la referencia y, PROPONER EXCEPCIONES en los 

siguientes términos:  

 

I. DE LA RADICACIÓN EN TÉRMINOS DEL PRESENTE MEMORIAL  

 

En primer lugar, es necesario puntualizar al Despacho que la contestación de demanda que en esta 

oportunidad nos ocupa, se radica dentro del término legal establecido para el efecto, puntualmente, 

encontrándonos dentro de los veinte (20) días siguientes a la notificación del auto admisorio de la 

demanda, conforme se señala en el artículo 369 del Código General del Proceso – en adelante 

simplemente C.G.P. –. 

 

Lo anterior, considerando que, conforme a lo indicando por medio del correo electrónico a través del 

cual, la secretaría del Despacho remitió el expediente digital a mi representada, obrante dentro del 

plenario, el término para contestar la demanda debe contarse a partir del primero (01°) de agosto de 

2023, como consta a continuación:  

 

 
Finalizando, el miércoles 30 de agosto de 2023, siendo así, oportuna la radicación del presente 

memorial. 

 

II. PRONUNCIAMIENTO FRENTE A LOS HECHOS  

 

AL PRIMERO.-   No son ciertos los hechos narrados por el demandante, frente a cada uno de 

ellos siendo importante aclarar que:  

 

 
1 Conforme al PODER especial, amplio y suficiente conferido y adjunto al presente memorial.  
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i) Respecto de la sociedad CODENSA S.A. E.S.P., se aclara al Despacho que, dicha 

sociedad se disolvió sin liquidarse a partir de la fusión perfeccionada entre la antigua 

Emgesa - Sociedad Absorbente – la cual absorbió a la sociedad CODENSA S.A. E.S.P. y 

otras, como consta en el Certificado de Existencia y Representación Legal recientemente 

expedido y adjunto. Por lo anterior, no es cierto que la mencionada sociedad sea la 

responsable actual de la prestación del servicio público domiciliario de energía eléctrica 

pues, tales labores se encuentran actualmente a cargo de ENEL COLOMBIA S.A. E.S.P.  

 

ii) Ahora bien, con relación a las cuentas de servicio relacionadas por el demandante, es 

necesario aclarar que, el Señor LINO LÓPEZ QUIJANO, no es el titular de las cuentas 

de servicio identificadas con número de cliente 4601562-7, 4572108-3 y 0333444-6, 

pues respecto de ellas figura como un mero usuario del servicio, pero, se aclara, NO 

figura como titular o propietario del predio, calidades que desde ya se aclara al 

Despacho, tampoco acredita si quiera de forma sumaria dentro del presente expediente. 

 

AL SEGUNDO.-  No son hechos son interpretaciones subjetivas del demandante que, en todo 

caso, carecen de veracidad. En todo caso, se aclara con relación a cada una de ellas, que:  

 

i. Por medio de la Escritura Pública indicada por el actor (4610 de 1997) se constituyó la 

antigua Codensa S.A. E.S.P., sociedad que se reitera fue disuelta sin liquidarse por la 

fusión perfeccionada con Emgesa S.A. E.S.P., dando origen a la sociedad actual ENEL 

COLOMBIA S.A. E.S.P. 

ii. Respecto de la inscripción, es cierto que se realizó en la Cámara de Comercio bajo 

número 00607668. 

iii. Finalmente, no es cierto que, a partir de la suscripción de los actos jurídicos antes 

mencionados, se haya celebrado contrato de mandato, pues se reitera, por medio de 

dicha escritura se constituyó la antigua Codensa S.A. E.S.P.  

 

AL TERCERO.-  Son varios hechos, indebidamente narrados y numerados. No obstante, 

frente a cada uno de ellos, se aclara:  

 

i. No es cierto que, actualmente la capacidad de celebrar contratos y/o actos o negocios 

jurídicos resida en cabeza de la sociedad CODENSA S.A. E.S.P. pues, se reitera, dicha 

sociedad se disolvió sin liquidarse a partir de la fusión perfeccionada con la antigua 

EMGESA S.A. E.S.P. Dicha facultad, se aclara al Despacho reside actualmente en cabeza 

de la sociedad ENEL COLOMBIA S.A. E.S.P.  

ii. Ahora bien, respecto de las tres (3) cuentas de servicio relacionadas por el demandante 

dentro de su escrito introductorio y los contratos de condiciones uniformes intrínsecos a 

cada una de ellas, se aclara:  

 

Número de cuenta  Titular del servicio  Relación del 

demandante 

4601562-7 Gustavo Téllez Riaño C.C. 17.029.025 Únicamente figura 

como usuario del 

servicio  

4572108-3 Gustavo Téllez Riaño C.C. 17.029.025 Únicamente figura 

como usuario del 

servicio  

0333444-6 Registraduría Nacional de Estado Civil  Únicamente figura 

como usuario del 

servicio 

  

Por lo anterior, no es cierto que, el Contrato de Condiciones Uniformes celebrados para 

dichas cuentas se haya suscrito con el demandante pues, no es él quien figura dentro 

de nuestros sistemas de información comercial como titular del servicio y, en todo caso, 

no acredita su calidad de propietario del inmueble a fin de predicar la cesión que, opera 

ipso iure dentro de este tipo de contratos.  

 

Finalmente, con respecto al objeto social de Codensa S.A. E.S.P., se reitera que dicha 

sociedad se disolvió sin liquidarse, por fusión perfeccionada con la antigua Emgesa S.A. 

E.S.P., dando origen a la sociedad ENEL COLOMBIA S.A. E.S.P.  

 

AL CUARTO.-   Son varios hechos, indebidamente narrados y numerados, por lo que debe 

indicarse al Señor Juez que NO son ciertos, aclarando frente a cada uno de ellos, lo siguiente:  

 

i. No es cierto, una vez revisadas las áreas que custodian nuestros sistemas de información 

comercial, no se reporta radicado alguno en el que el accionante haya solicitado 

“legalización de cuentas”, por el contrario, únicamente se ubican reclamaciones 

radicadas por temas de suministro, reconexiones, entre otros.  

ii. Con relación a la supuesta noticia criminal presentada, no me consta pues, es un hecho 

ajeno a la actividad de mi representada, por lo que deberá probarse. Esto teniendo en 



 

cuenta que, como lo confiesa el demandante dentro de su escrito introductorio, mi 

representada no fue llamada a intervenir dentro de dicho litigio.  

iii. Respecto de la independización del servicio, ejecutada según el relato del extremo 

activo, por el Señor RAÚL NAVARRETE, no me consta pues es un tercero totalmente 

ajeno a mi representada, por lo que, deberá probarse.  

iv. Finalmente, con relación a la Resolución 20198140038815 del 15 de Marzo de 2019, 

expedida por la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, se aclara al 

Despacho que, NO es cierto lo indicado por el actor, pues dentro de dicha resolución no 

se estudian ni tratan aspectos relacionados con la independización de las cuentas, sino 

únicamente, se revisa el procedimiento establecido para la suspensión del servicio; 

ordenando la reconexión del servicio por aspectos netamente formales, en todo caso, 

reconociendo el incumplimiento de las obligaciones exigibles al demandante, 

incumplimiento imputable a éste mismo.  

 

AL QUINTO.-   Son varios hechos, indebidamente narrados y numerados, por lo que debe 

indicarse al Señor Juez que NO son ciertos, aclarando frente a cada uno de ellos, lo siguiente: 

 

i. No es cierto que, mi representada haya auspiciado o permitido la comisión de las 

conductas punibles que, según el relato del actor presuntamente se cometieron en los 

predios identificados con cuentas cliente número 4601562-7, 4572108-3 y 0333444-6. 

Lo anterior, teniendo en cuenta que, el actuar de mi representada se ciñe a lo 

contemplado en el marco legal y regulatorio aplicable, no existiendo de ninguna manera 

responsabilidad alguna imputable a mi poderdante por hechos de terceros totalmente 

ajenos a mi representada, presuntos delitos que, por lo demás, comprometen 

únicamente la responsabilidad del autor declarado responsable y de quienes estén 

llamados a responder en nombre de éste.  

ii. Con relación a los cargos cobrados dentro de la factura del accionante es necesario 

aclarar al Despacho que, dichos cobros corresponden a los conceptos adeudados por el 

cliente, y sus tasas o tarifas son las reguladas y vigentes al momento del cobro, sin que 

existe prueba alguna obrante dentro del expediente que, acredite lo contrario o que, 

respalde de forma alguna la aseveración temeraria del actor.  

iii. Respecto de las sanciones impuestas a mi representada, es necesario aclarar que, como 

se relaciona dentro de las resoluciones allegadas como prueba por el actor junto a su 

escrito introductorio, las mismas tuvieron origen con ocasión a unos defectos meramente 

formales por temas de notificación, aclarando en todo caso dentro de los mismos actos 

administrativos que, en efecto la respuesta otorgada por la Compañía fue una respuesta 

de fondo y congruente con lo solicitado por el actor. No siendo entonces cierta la 

narración del demandante frente a este punto.  

iv. Finalmente, respecto de la responsabilidad que indilga el demandante a la Corporación 

Universitaria Republicana, es necesario indicar al Despacho que no me consta lo 

manifestado por el extremo activo pues, hace referencia a situaciones netamente 

particulares y privadas nacidas a partir de convenios aparentemente celebrados entre 

estos sujetos, no siendo posible entonces realizar manifestación alguna y, siendo 

necesario que se pruebe.  

 

AL SEXTO.-   No es cierto que, mi representada haya efectuado suspensiones “masivas” 

del servicio como lo indica el demandante dentro de su escrito de demanda. Tampoco es cierto que 

las suspensiones del servicio hayan tenido origen en un actuar irregular por parte de mi representada; 

por el contrario, las suspensiones del servicio efectuadas en el predio tuvieron origen en el 

incumplimiento de las obligaciones exigibles al usuario del servicio y titular de la cuenta, todo de 

conformidad con lo normado en la Ley 142 de 1994 y lo pactado dentro del Contrato de Condiciones 

Uniformes – CCU – adjunto como prueba al presente memorial.  

 

Adicionalmente, debe indicarse al Señor Juez que, de ninguna manera mi representada ha hecho 

caso omiso a las reclamaciones radicadas por el accionante ante nuestras dependencias, 

reclamaciones todas que se han contestado en cabal forma; siendo en este punto importante clarificar 

nuevamente al Despacho que, no se registran y no se allega al proceso radicación alguna de noticia 

criminal por defraudación de fluidos que haya sido debidamente comunicada a Enel Colombia S.A. 

E.S.P.  

 

AL SÉPTIMO.-   No es cierto, no se prueba y se aclara:  

 

i. No existe dentro del expediente prueba alguna en la que se acredite si quiera de forma 

sumaria el presunto daño cuya indemnización pretende el actor, quien, ni siquiera indica 

la fecha concreta de la(s) suspensión(es) a partir de la cual, eleva su pedimento 

resarcitorio. No se especifica la causa del supuesto daño material reclamado, ni se 

explica de forma alguna su causación u origen, siendo de este modo totalmente evidente 

su INEXISTENCIA.  

ii. No existe dentro del expediente prueba o argumento alguno que respalde o sustente la 

existencia del supuesto daño moral y/o psicológico cuya indemnización pretende el 

actor; siendo de este modo totalmente evidente su INEXISTENCIA.  



 

iii. Respecto de la supuesta suspensión de la actividad laboral de “terceras personas 

colaboradoras”, debe indicarse al Señor Juez que, primero, no existe prueba alguna en 

la que se pueda predicar la existencia de dichos vínculos de carácter laboral y, segundo 

tampoco, se precisan los tiempos puntuales y concretos en los que supuestamente se 

originó dicha suspensión, siendo de este modo claro que, no se prueba ni existe el 

supuesto daño reclamado. En todo caso, es necesario indicar al Señor Juez que, incluso 

asumiendo la existencia hipotética del supuesto “daño”, el mismo es evidentemente 

indirecto pues no es el resultado inmediato del actuar de mi representada que, por lo 

demás, siempre estuvo ajustado a lo establecido contractual y regulatoriamente.  

iv. Finalmente, con respecto a la tasación de los daños reclamados, debe indicarse al Señor 

Juez que la misma es totalmente infundada e hipotética, pues no existe prueba o sustento 

alguno en la que, por un lado, pueda predicarse la existencia misma del daño y, por otra 

parte, pueda tenerse por cierta la estimación económica expresada por el demandante.  

 

 

AL OCTAVO.-   No me consta pues es un hecho totalmente ajeno a la actividad de mi 

representada, por lo que, deberá probarse.  

 

AL NOVENO.-   No es cierto, el contrato celebrado entre mi representada y el titular de las 

cuentas de servicio 4601562-7, 4572108-3 y 0333444-6, es un contrato de condiciones uniformes y 

no un mandato comercial como erróneamente lo indica el demandante. Todo, como se podrá probar 

con las documentales anexas al presente memorial como pruebas.  

 

AL DÉCIMO.-   No es cierto, dentro del contrato de condiciones uniformes celebrado entre 

mi representa y el titular de las cuentas 4601562-7, 4572108-3 y 0333444-6, se pactó expresamente 

la obligación del cliente de realizar los pagos de los que tratan las cláusulas 9.8, 9.9, 9.11., 9.12, entre 

otras.  

 

AL DÉCIMO PRIMERO.  No es cierto. En primer lugar, se aclara que, entre mi representada y 

el demandante no existe contrato de “encargo mercantil” celebrado y mucho menos suscrito ante 

notario, de ello tampoco existe prueba alguna dentro del plenario. Con relación a las suspensiones, 

se aclara nuevamente al Señor Juez que, a través de Resolución 20198140038815 del 15 de marzo 

de 2019 se ordenó la reconexión del servicio en las cuentas indicadas por aspectos eminentemente 

formales, asociados a la notificación. No obstante, dentro del mismo instrumento, también se 

reconocieron los incumplimientos al contrato de condiciones uniformes imputables al demandante 

como usuario del servicio y al titular de la cuenta como directo responsable.  

AL DÉCIMO SEGUNDO.-   Aunque la redacción es totalmente confusa y deshilvanada, 

se aclara al Señor Juez que NO es cierto lo relatado por el actor, pues las suspensiones del servicio 

se realizaron con ocasión del incumplimiento del contrato imputable al usuario, no siendo entonces 

acertado advertir arbitrariedad alguna en dichos procedimientos y mucho menos, siendo posible 

predicar la existencia de dolo alguno.  

 

AL DÉCIMO TERCERO.-   No es un hecho, es una interpretación jurídica subjetiva del 

actor que, en todo caso, es errónea pues, mi representada no ha ejecutado acto arbitrario alguno y 

de ninguna forma existe incumplimiento alguno imputable a mi representada con respecto a las 

obligaciones que le competen en consideración de lo pactado dentro de Contrato de Condiciones 

Uniformes indicado por el demandante, de esto, se reitera, no existe prueba alguna dentro del 

expediente. Por el contrario, ha sido el demandante quien, ha incumplido reiterativamente las 

obligaciones a él exigibles en su calidad de usuario del servicio. 

 

AL DÉCIMO CUARTO.-  No me consta, pues son hechos ajenos a la actividad de mi 

representada, por lo que deberán probarse.  

 

AL DÉCIMO QUINTO.-    No es cierto, pues no existe daño alguno en cabeza del actor 

imputable a mi representada y por tanto, no le asiste derecho a exigir indemnización alguna.  

 

AL DÉCIMO SEXTO.-    Es cierto.  

 

III. PRONUNCIAMIENTO FRENTE A LAS PRETENSIONES  

 

A LA PRIMERA.-   Me opongo pues, no existe fundamente jurídico ni fáctico sobre el 

cual, pueda predicarse la existencia de un contrato de mandato mercantil, suscrito entre mi 

representada y el demandante.  

 

A LA SEGUNDA.-   Me opongo pues, por sustracción de materia ante la inexistencia de 

contrato de mandato mercantil alguno suscrito entre mi representada y el demandante, no puede 

lógicamente predicarse incumplimiento alguno. En gracia de discusión, es importante indicar al Señor 

Juez que, en todo caso, mi representada ha actuado ciñéndose al marco normativo y regulatorio 

aplicable a la materia y en consideración de los reiterados incumplimientos imputables al 

demandante, siendo de este modo claro que, no es posible atribuir incumplimiento alguno a mi 

representada.  



 

 

A LA TERCERA.-   Me opongo, pues no existe causa legal alguna sobre la cual pueda 

atribuirse responsabilidad alguna a mi representada por los perjuicios reclamados al demandante. En 

todo caso y, en gracia de discusión no se prueba si quiera la existencia del daño por cuyos perjuicios 

se reclama, siendo entonces, evidente la IMPROCEDENCIA de la pretensión elevada por el actor y la 

necesidad de DENEGAR lo solicitado.  

 

A LA CUARTA.-   Me opongo, pues no existe causa legal alguna sobre la cual pueda 

atribuirse responsabilidad alguna a mi representada por los perjuicios reclamados al demandante. En 

todo caso y, en gracia de discusión no se prueba si quiera la existencia del daño por cuyos perjuicios 

se reclama, siendo entonces, evidente la IMPROCEDENCIA de la pretensión elevada por el actor y la 

necesidad de DENEGAR lo solicitado. 

 

A LA QUINTA.-   Me opongo, pues no existe causa legal alguna sobre la cual pueda 

atribuirse responsabilidad alguna a mi representada por los perjuicios reclamados al demandante. En 

todo caso y, en gracia de discusión no se prueba si quiera la existencia del daño por cuyos perjuicios 

se reclama, siendo entonces, evidente la IMPROCEDENCIA de la pretensión elevada por el actor y la 

necesidad de DENEGAR lo solicitado. 

 

A LA SEXTA.-    Me opongo, pues no existe causa legal alguna sobre la cual pueda 

atribuirse responsabilidad alguna a mi representada por los perjuicios reclamados al demandante. En 

todo caso y, en gracia de discusión no se prueba si quiera la existencia del daño por cuyos perjuicios 

se reclama, siendo entonces, evidente la IMPROCEDENCIA de la pretensión elevada por el actor y la 

necesidad de DENEGAR lo solicitado. 

 

A LA SÉPTIMA.-   Me opongo al no aparecer causadas.  

 

IV. OBJECIÓN AL JURAMENTO ESTIMATORIO  

 

En los términos del artículo 206 del Código General del Proceso, respetuosamente al Señor Juez me 

permito manifestar que OBJETO el juramento estimatorio, en los siguientes términos:  

 

a. Objeción por falta de sustento de los perjuicios indicados y/o estimados:  

 

Me permito presentar OBJECIÓN en relación con el juramento estimatorio presentado en virtud del 

artículo 206 del Código General del Proceso, en el contexto del caso en cuestión. La objeción se 

basa en la falta de sustento de los perjuicios indicados por la parte contraparte, lo cual suscita 

dudas sobre la RAZONABILIDAD del juramento expresado en la demanda. 

 

Es indiscutible que el artículo 206 busca proporcionar un medio viable para estimar la cuantía de los 

perjuicios. No obstante, el mismo artículo no puede ser interpretado como un pretexto para la 

presentación de estimaciones que carecen de respaldo y evidencia suficiente. En este contexto, se 

hace necesario destacar que la parte que presenta el juramento estimatorio no ha aportado 

elementos probatorios consistentes, tales como pruebas documentales, registros contables u otros 

medios que respalden la existencia y magnitud de los perjuicios que se alegan. 

 

La ausencia de un sólido fundamento probatorio en el juramento estimatorio planteado suscita serias 

preocupaciones sobre la validez y fiabilidad de los valores estimados. La estimación de perjuicios, 

incluso bajo las premisas del artículo 206, debe ser respaldada por pruebas y elementos que 

justifiquen la cifra propuesta. La carencia de tal sustento compromete la integridad del proceso y 

podría llevar a un resultado injusto e inadecuado. 

 

En virtud de lo expuesto, solicito respetuosamente a este Honorable Juzgado, que considere la 

presente objeción. El cumplimiento de este requisito es esencial para garantizar la transparencia, 

equidad y justicia en el proceso, así como para asegurar que la estimación de perjuicios se base en 

fundamentos sólidos y razonables y no, en meras expectativas e intereses infundados del 

demandante.  

 

La base de esta objeción reside en la evidente falta de equidad y fundamentación que caracterizan 

la estimación presentada, la cual, a mi entender, no se ajusta a la verdadera magnitud de los perjuicios 

padecidos y carece de sustento necesario para cumplir con los principios rectores de justicia y 

equidad que rigen el presente proceso. 

 

Resulta imperante recordar que tal prerrogativa no exime a la parte demandante de la 

responsabilidad de formular una estimación razonable y respaldada por elementos probatorios que 

permitan discernir una valoración justa y adecuada de los perjuicios. En este contexto, es innegable 

que la estimación en cuestión se aleja ostensiblemente de reflejar la realidad de los daños alegados 

y su propuesta cifra dista considerablemente de lo que podría considerarse un cálculo imparcial y 

sensato. 

  

a. Respecto del concepto por lucro cesante incluido en el juramento estimatorio 



 

 

El lucro cesante, de acuerdo con Código Civil Colombiano, se refiere a la pérdida de ganancias o 

beneficios que una persona sufre como consecuencia de un hecho ilícito o contractual de otra, y que 

le impide obtener los ingresos que normalmente hubiera obtenido de no haber ocurrido dicho evento. 

Esta categoría de perjuicio económico busca indemnizar al afectado por las ganancias que 

legítimamente hubiera percibido de no haberse presentado la situación que generó la pérdida. 

 

En el presente caso, el demandante alega la existencia de lucro cesante como parte de sus perjuicios. 

No obstante, es imperativo señalar que la carga de la prueba recae en el demandante, quien tiene la 

obligación de demostrar de manera fehaciente y objetiva tanto la existencia del daño como la 

extensión de los perjuicios alegados, de acuerdo con los principios de justicia y equidad que rigen el 

proceso. 

 

Sin embargo, tras un análisis minucioso de la documentación presentada por el demandante, resulta 

evidente que este no ha logrado cumplir con la carga probatoria requerida. La falta de pruebas 

concretas que respalden la existencia y magnitud del lucro cesante alegado socava la credibilidad de 

los perjuicios presentados en el juramento estimatorio. La simple presentación de un cálculo 

estimativo, desprovisto de una base sustantiva y de pruebas documentales que corroboren la 

veracidad de la pérdida de ingresos, resulta insuficiente para sustentar un reclamo de esta naturaleza. 

 

En ausencia de una demostración sólida y fehaciente del daño alegado, así como de la extensión real 

de los perjuicios sufridos, se torna inadecuado y poco convincente otorgarle credibilidad al juramento 

estimatorio presentado. La naturaleza del lucro cesante exige una comprobación precisa y 

fundamentada de los daños patrimoniales derivados de la situación en cuestión, y esta exigencia no 

ha sido satisfecha en el caso presente. 

 

En consecuencia, debido a la falta de prueba del daño y de la extensión de los perjuicios alegados, 

es imperativo concluir que el demandante no ha logrado establecer una base sólida para sustentar 

sus reclamos económicos. El juramento estimatorio, carente del respaldo necesario, no puede ser 

considerado como un medio válido para establecer la cuantificación de los perjuicios. En aras de 

preservar la equidad y justicia en el proceso, resulta razonable descartar el valor probatorio de dicho 

juramento en ausencia de pruebas convincentes. 

 

En virtud de lo expuesto, solicito respetuosamente a este Despacho que, al evaluar la falta de pruebas 

sustanciales en relación con el daño y la extensión de los perjuicios alegados, considere que, la 

ausencia de sustento probatorio sólido limita la capacidad de esta estimación juramentada para 

reflejar con precisión la realidad de los perjuicios sufridos y pone en duda la equidad del proceso en 

curso.  

 

La ausencia de un sustento probatorio sólido impide establecer una base confiable para 

calcular la cuantía de los perjuicios y por tanto, impide considerar que la estimación 

juramentada para este caso sea razonable y correcta, desde donde se desprende el sustento 

mismo de la presente objeción.  

 

 

b. Respecto del concepto por daño emergente incluido en el juramento estimatorio  

 

Siguiendo el marco legal del Código Civil Colombiano, artículo 1614, el cual define y aborda el 

concepto de daño emergente, se hace aún más patente la importancia de establecer una base 

probatoria sólida y fundamentada para respaldar cualquier reclamo de perjuicios económicos. 

 

El artículo 1614 del Código Civil establece que el daño emergente consiste en el perjuicio o pérdida 

que se origina debido al incumplimiento o cumplimiento imperfecto de una obligación, o por el retraso 

en su cumplimiento. Esta definición recalca la naturaleza patrimonial y concreta del daño emergente, 

enfocándose en los efectos directos y mensurables que resultan de la falta o deficiencia en el 

cumplimiento de una obligación. 

 

Considerando este contexto legal, resulta aún más evidente la necesidad de probar de manera 

fehaciente tanto la existencia del daño como la extensión de los perjuicios económicos alegados. La 

carga de la prueba recae en el demandante, quien debe presentar pruebas documentales, registros 

contables u otros elementos objetivos que respalden la pérdida patrimonial experimentada como 

consecuencia del incumplimiento o cumplimiento defectuoso de la obligación en cuestión. 

 

No obstante, al examinar detalladamente la documentación proporcionada por el demandante, se 

confirma que este no ha logrado cumplir con la carga probatoria requerida. La carencia de pruebas 

concretas y sustanciales que respalden la existencia y magnitud del daño emergente alegado mina 

la credibilidad de los perjuicios presentados en el juramento estimatorio. La mera presentación de un 

cálculo estimativo, desprovisto de una base sólida y de pruebas documentales que respalden la 

pérdida patrimonial, no es suficiente para respaldar un reclamo de esta índole. 

 



 

En vista de lo expuesto, es imperativo concluir que el demandante no ha logrado probar de manera 

adecuada ni la existencia del daño emergente alegado ni la extensión de los perjuicios económicos 

sufridos. La falta de pruebas objetivas y concretas debilita significativamente la credibilidad y validez 

del juramento estimatorio presentado.  

 

La ausencia de un sustento probatorio sólido impide establecer una base confiable para 

calcular la cuantía de los perjuicios y por tanto, impide considerar que la estimación 

juramentada para este caso sea razonable y correcta, desde donde se desprende el sustento 

mismo de la presente objeción.  

 

V. PROPOSICIÓN DE EXCEPCIONES DE MÉRITO  

 

 

a. FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA AL NO SER EL DEMANDANTE EL 

TITULAR DE LAS CUENTAS DE SERVICIO DE ENERGÍA 4601562-7, 4572108-3 y 

0333444-6 

 

En el asunto de la presente controversia, se presenta como excepción la FALTA DE LEGITIMACIÓN 

EN LA CAUSA POR ACTIVA por parte del demandante en relación con las cuentas de servicio de 

energía identificadas como 4601562-7, 4572108-3 y 0333444-6. La legitimación en la causa por 

activa es esencial para que el demandante pueda ejercer válidamente sus pretensiones ante este 

Honorable Despacho. En este sentido, el demandante no ostenta la calidad de titular de las 

mencionadas cuentas de servicio de energía, por lo que carece de la legitimación necesaria para 

accionar en contra de la parte demandada con relación a dichas cuentas. 

 

La legitimación en la causa por activa implica que el demandante debe ser la persona titular de los 

derechos subyacentes sobre los cuales se basa su pretensión, ya que solo los titulares de esos 

derechos tienen la habilitación legal de instar acciones judiciales en defensa de los mismos. En el 

caso en cuestión, se constata que las cuentas de servicio de energía números 4601562-7, 4572108-

3 y 0333444-6 no están registradas a nombre del demandante, sino que corresponden a otros 

titulares que no han sido mencionados como partes en este proceso y que, tampoco se han vinculado 

para los fines procesales correspondientes.  

 

La noción de legitimación en la causa ha sido meticulosamente delineada por la jurisprudencia, 

abarcando tanto la titularidad de los derechos de acción como la capacidad de contradicción. Al 

respecto, conviene recordar que, la legitimación en la causa por activa se interpreta como "la 

concordancia entre el demandante y el titular del derecho subjetivo, es decir, con aquel individuo que 

ostenta la capacidad jurídica para exigirlo". El establecimiento de esta concordancia entre las partes 

involucradas se configura como un requisito sine qua non para proferir un veredicto con mérito a 

favor de alguna de ellas. 

 

Por tanto, la legitimación material en la causa, tanto activa como pasiva, representa un cimiento 

ineludible para la imparcial administración de justicia. Esta condición esencial garantiza que aquellos 

que presentan sus pretensiones y aquellos que deben responder por ellas sean los verdaderos 

titulares de los derechos y obligaciones en disputa, otorgando así solidez y fundamentación al 

proceso judicial. 

 

En consonancia con lo anterior, se constata que la legitimación en la causa no solo se refiere a la 

capacidad procesal de presentar una demanda, sino que implica una verificación precisa de la 

legitimación material a lo largo del proceso. La mera declaración inicial de interés en la demanda no 

es suficiente para afirmar la legitimación material, ya que esta última requiere una base sólida 

sustentada en pruebas efectivas de la calidad de damnificado. De esta forma, la diferenciación entre 

la legitimación de hecho y la legitimación material resulta fundamental para garantizar la integridad 

del proceso judicial y la validez de las decisiones dictadas en consonancia con los hechos y las 

pruebas presentadas.  

 

En virtud de las consideraciones expuestas, se concluye que la excepción de falta de legitimación en 

la causa por activa, presentada en relación con las cuentas de servicio de energía identificadas como 

4601562-7, 4572108-3 y 0333444-6, está plenamente justificada y sustentada. La legitimación en la 

causa por activa constituye un principio fundamental para el correcto desarrollo de los procesos 

judiciales, ya que garantiza que las partes involucradas sean efectivamente titulares de los derechos 

en disputa. En este caso, el demandante no ha demostrado ser el titular de las cuentas de servicio 

de energía mencionadas, lo que invalida su capacidad de accionar en contra de la parte demandada 

con respecto a dichas cuentas. 

 

La distinción entre la legitimación de hecho y la legitimación material se erige como una pauta crucial 

en la apreciación de la concordancia entre los sujetos involucrados en el proceso y los derechos 

subyacentes. Si bien la legitimación de hecho permite el inicio del proceso judicial, la legitimación 

material demanda una fundamentación sólida y pruebas efectivas que respalden la calidad de 

damnificado. Así, esta diferenciación se traduce en la garantía de la imparcialidad y equidad en la 

administración de justicia, asegurando que aquellos que buscan hacer valer sus derechos sean 



 

efectivamente los titulares legítimos de los mismos. En última instancia, la correcta determinación de 

la legitimación en la causa en sus distintas vertientes constituye el cimiento para la validez y solidez 

de las decisiones judiciales dictadas en consonancia con los hechos y las pruebas presentadas. 

 

b. FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA AL NO SER EL DEMANDANTE EL 

PROPIETARIO DE LOS INMUEBLES ASOCIADOS A LAS CUENTAS DE SERVICIO DE 

ENERGÍA 4601562-7, 4572108-3 y 0333444-6 

 

En el asunto de la presente controversia, se plantea como excepción la FALTA DE LEGITIMACIÓN 

EN LA CAUSA POR ACTIVA, fundamentada en el hecho de que el demandante no es el propietario 

de los inmuebles asociados a las cuentas de servicio de energía identificadas como 4601562-7, 

4572108-3 y 0333444-6. La legitimación en la causa por activa es un requisito esencial para que el 

demandante pueda ejercer válidamente sus pretensiones ante este Honorable Despacho. En este 

contexto, se evidencia que el demandante no ostenta la calidad de propietario de los inmuebles 

vinculados a las mencionadas cuentas de servicio de energía, lo que conlleva la carencia de la 

legitimación necesaria para emprender acciones judiciales en contra de la parte demandada con 

relación a estos inmuebles y sus cuentas de servicio de energía. 

 

En consonancia con lo anterior, se hace imprescindible resaltar que en el contrato de condiciones 

uniformes suscrito, se establece de manera explícita la cesión de pleno derecho de todos los 

derechos y obligaciones derivados del contrato al propietario del predio. En este sentido, queda claro 

que la titularidad y el ejercicio de los derechos y obligaciones inherentes al contrato de servicio de 

energía están intrínsecamente ligados a la propiedad del inmueble correspondiente. Además, es de 

importancia destacar que las obligaciones y derechos derivados del contrato adquieren la naturaleza 

de obligaciones promptem rem, lo que significa que son inherentes al inmueble y se transmiten 

automáticamente con el traspaso de la propiedad. De este modo, se refuerza el vínculo entre la 

titularidad del inmueble y los derechos y obligaciones asociados a las cuentas de servicio de energía. 

 

En consecuencia, y en virtud de lo expuesto, se insta respetuosamente a este Honorable Despacho 

a considerar la presente excepción de falta de legitimación en la causa por activa, sustentada en la 

ausencia de titularidad del demandante sobre los inmuebles en cuestión y, por ende, sobre las 

cuentas de servicio de energía identificadas como 4601562-7, 4572108-3 y 0333444-6. La conexión 

intrínseca entre la propiedad de los inmuebles y los derechos y obligaciones del contrato de servicio 

de energía reafirma la necesidad de que quien demanda sea el titular legítimo de los bienes sobre 

los cuales fundamenta sus pretensiones. 

 

En virtud de las consideraciones y fundamentos presentados, resulta evidente que la excepción de 

FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA presentada, basada en la falta de titularidad 

del demandante sobre los inmuebles asociados a las cuentas de servicio de energía 4601562-7, 

4572108-3 y 0333444-6, está respaldada tanto por la interpretación jurisprudencial de la legitimación 

en la causa por activa de hecho como por su vertiente material. 

 

La jurisprudencia ha sido enfática en subrayar que la legitimación en la causa por activa, tanto en su 

aspecto de hecho como en su vertiente material, es un pilar esencial en la correcta administración 

de la justicia. En este contexto, la mera alegación inicial de interés, denominada legitimación de hecho 

no basta para sostener la legitimidad material requerida para ejercer acciones judiciales. Por el 

contrario, la legitimación material exige la presentación de pruebas sólidas que respalden la calidad 

de damnificado y titular de los derechos en disputa. Es precisamente esta distinción la que garantiza 

que los litigantes sean aquellos con la capacidad jurídica y material para hacer valer sus pretensiones 

en un proceso judicial. 

 

La jurisprudencia también ha subrayado que la relación intrínseca entre la propiedad de los 

inmuebles y los derechos y obligaciones derivados del contrato de servicio de energía es un elemento 

irrefutable en la consideración de la legitimación en la causa. La cesión de pleno derecho y la 

naturaleza promptem rem de las obligaciones y derechos ratifican que la titularidad de los inmuebles 

es un requisito primordial para accionar en contra de la parte demandada en relación a las cuentas 

de servicio de energía vinculadas. 

 

En virtud de lo anterior, se reafirma que la excepción de FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA 

POR ACTIVA es sólidamente sustentada tanto por el contexto jurisprudencial como por los 

fundamentos legales expuestos. Se insta respetuosamente a este Honorable Despacho a considerar 

esta excepción en su justo contexto, garantizando así la integridad y validez de las decisiones 

judiciales en consonancia con los principios de justicia y equidad. 

 

c. EXCEPCIÓN DE CONTRATO NO CUMPLIDO ARTÍCULO 1609 DEL CÓDIGO CIVIL  

 

La exceptio non adimpleti contractus, está prevista en el artículo 1609 del Código Civil, así: 

 

“En los contratos bilaterales ninguno de los contratantes está en mora dejando de cumplir lo 

pactado, mientras el otro no lo cumpla por su parte, o no se allana a cumplirlo en la forma y 



 

tiempo debidos." 

 

La excepción de contrato no cumplido o exceptio non adimpleti contractus es un derecho que tiene  

una de las partes del contrato cuando la otra parte incumple alguna de las obligaciones acordadas. 

La excepción permite a la parte afectada retener su propio cumplimiento hasta que la otra parte 

cumpla con sus obligaciones pendientes. 

 

Al respecto, la jurisprudencia constitucional en sentencia T-537 de 2009, define respecto de esta 

institución jurídica lo siguiente: 

 

“Este es el caso de la excepción de contrato no cumplido o “non adimpleti contractus”, con 

la cual se hace referencia a que en los contratos bilaterales no se estará en mora de cumplir 

lo pactado mientras la contraparte no lo haya cumplido en la forma y el tiempo establecidos 

en los términos contractuales o la ley. Este principio de lógica incontestable es concretado 

en el art. 1609 del código civil.” 

 

Frente al particular, la doctrina señala: 

 

“En efecto, la figura de la "Exceptio non adimpleti contractus" es connatural a ellos, los 

contratos de seguro, en virtud de lo consagrado por el artículo 1609 del Código Civil, según 

el cual, ninguno de los contratantes está en mora dejando de cumplir lo pactado, mientras el 

otro no cumpla con su parte. Lo anterior, con el fin de impedir " ...que una de las partes quiera 

prevalerse del contrato y exigir a la otra su cumplimiento, mientras ella misma no cumpla o 

no esté dispuesta a cumplir las obligaciones que le incumben.”2 

 

En el contexto de la presente situación, se interpone la excepción de CONTRATO NO CUMPLIDO, 

conforme al artículo 1609 del Código Civil Colombiano, con base en el incumplimiento del usuario en 

relación a las facturas generadas para las cuentas cliente identificadas con los números 4601562-7, 

4572108-3 y 0333444-6. Este planteamiento se sustenta también en el ARTÍCULO 1609, el cual 

establece que en los contratos bilaterales ninguno de los contratantes incurre en mora de 

incumplimiento mientras el otro no cumpla su parte o no manifieste su disposición de hacerlo en la 

forma y plazo estipulados. 

 

Acorde con el artículo 1609 del Código Civil, en los contratos bilaterales como el presente, la mora 

de incumplimiento no recae en ninguno de los contratantes mientras el otro no cumpla con su 

obligación pactada o no muestre su voluntad de llevarlo a cabo de manera adecuada y en el tiempo 

convenido. En este contexto, se constata que el usuario ha incumplido con su deber de cumplir con 

el pago de las facturas generadas en relación con las mencionadas cuentas cliente. Este 

incumplimiento de su parte configura una situación de mora en el contrato bilateral, tal como lo 

contempla el artículo 1609 del Código Civil. 

 

d. INEXISTENCIA DEL DAÑO RECLAMADO  

 

En el marco de la presente disputa, se propone la excepción de INEXISTENCIA DE DAÑO 

RECLAMADO, fundamentada en la falta de aportación de pruebas que acrediten la existencia del 

daño alegado. Esta excepción se erige conforme al ARTÍCULO 167 del Código General del Proceso, 

el cual establece que corresponde a las partes probar los supuestos de hecho de las normas que 

sustentan el efecto jurídico que persiguen. 

 

Según el ARTÍCULO 167 del Código General del Proceso, recae sobre las partes la responsabilidad 

de acreditar los hechos que constituyen los fundamentos de las normas cuyos efectos jurídicos 

buscan obtener. En el caso en cuestión, la parte demandante no ha presentado prueba alguna que 

respalde la existencia del daño que reclama. El artículo en mención subraya la importancia de aportar 

pruebas que validen los supuestos de hecho de las normas invocadas para obtener determinados 

efectos legales. 

 

Es crucial destacar que el éxito de la demanda se sustenta en la comprobación fehaciente de los 

elementos que constituyen la base del reclamo. La ausencia de pruebas que demuestren la existencia 

del daño reclamado pone en entredicho la veracidad de las alegaciones presentadas por la parte 

demandante. La normativa vigente otorga a las partes la carga de demostrar de manera convincente 

la veracidad de los hechos en los que se sustentan sus pretensiones. 

 

Por consiguiente, en virtud del ARTÍCULO 167 del Código General del Proceso y ante la falta de 

pruebas que acrediten la existencia del daño alegado, se plantea respetuosamente la presente 

excepción de INEXISTENCIA DE DAÑO RECLAMADO. Se insta a este Honorable Despacho a 

considerar este planteamiento en aras de garantizar una administración de justicia fundamentada en 

pruebas y evidencia concreta. 

 

 
2 Ospina Fernández Guillermo y Ospina Acosta Eduardo, Teoría General de los actos o negocios jurídicos, 

Editorial Temis S.A. Bogotá-Colombia, 1987 Tercera Edición, pág. 62. 



 

e. INEXISTENCIA DE NEXO CAUSAL ENTRE EL SUPUESTO DAÑO RECLAMADO POR EL 

DEMANDANTE Y LA ACTIVIDAD DE MI REPRESENTADA  

 

En la presente controversia, se plantea la excepción de INEXISTENCIA DE NEXO CAUSAL entre el 

supuesto daño reclamado por el demandante y la actividad llevada a cabo por mi representada. Esta 

excepción se erige con base en la premisa de que no existe una conexión causal sólida y evidente 

entre el daño alegado y las acciones emprendidas por mi representada. 

 

Es imperante recalcar que, para establecer la responsabilidad de mi representada en relación con el 

daño reclamado, es necesario demostrar un vínculo causal directo y comprobable entre las 

actividades llevadas a cabo y los perjuicios presuntamente sufridos. En ausencia de este nexo causal, 

la atribución de responsabilidad carece de fundamento sólido y se debilita la base del reclamo 

presentado por el demandante. 

 

La doctrina legal y jurisprudencial reiteran la importancia de establecer el nexo causal en las 

reclamaciones por daños y perjuicios. Este vínculo constituye un elemento esencial en la 

determinación de la responsabilidad de una parte en relación a los daños alegados. Sin una relación 

causal clara y evidente entre las acciones de mi representada y los perjuicios reclamados, la 

fundamentación del reclamo se ve seriamente comprometida. 

 

La inexistencia de un nexo causal sólido entre el daño y la actividad de mi representada no solo 

responde a una cuestión de principios legales, sino que también salvaguarda la equidad y la justicia 

en el proceso. La atribución de responsabilidad debe ser respaldada por pruebas fehacientes que 

demuestren una relación directa entre los hechos y las consecuencias, de modo que la imputación 

sea justa y razonable.  

 
Por tanto, en consideración de la ausencia de un nexo causal evidente entre el supuesto daño 

reclamado por el demandante y la actividad de mi representada, se interpone respetuosamente la 

presente excepción de INEXISTENCIA DE NEXO CAUSAL. La justa determinación de la 

responsabilidad demanda un análisis riguroso y objetivo de la conexión entre los hechos y las 

consecuencias, lo cual se traduce en la exigencia de establecer un nexo causal sólido y verificable. 

 

f. FALTA DE ACREDITACIÓN PROBATORIA DE LOS PERJUICIOS RECLAMADOS – 

ARTÍCULO 167 DEL CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO  

 

La excepción de FALTA DE ACREDITACIÓN PROBATORIA DE LOS PERJUICIOS RECLAMADOS se 

presenta en el contexto de la presente controversia, en base al ARTÍCULO 167 del Código General 

del Proceso. Esta excepción se fundamenta en la carencia de pruebas que respalden la existencia y 

cuantificación de los perjuicios reclamados por el demandante. Conforme al artículo mencionado, es 

responsabilidad de las partes probar los supuestos de hecho que sostienen los efectos jurídicos que 

persiguen. 

 

El ARTÍCULO 167 del Código General del Proceso establece que corresponde a las partes aportar 

pruebas que respalden los supuestos fácticos que sostienen sus pretensiones. En este sentido, la 

falta de acreditación probatoria de los perjuicios reclamados atenta contra la carga probatoria que 

recae sobre el demandante para sustentar sus alegaciones. 

 

Es esencial recordar que la falta de pruebas que sustenten los perjuicios reclamados genera dudas 

sobre la veracidad y legitimidad de estos. La carencia de pruebas que respalden la existencia y la 

magnitud de los perjuicios hace que la demanda carezca de fundamento sólido y, por ende, debilita 

el sustento de las pretensiones presentadas. 

 

La jurisprudencia y la doctrina legal han enfatizado la importancia de la prueba en el proceso judicial. 

La acreditación probatoria es un requisito ineludible para sustentar las alegaciones y reclamaciones 

presentadas ante el tribunal. En ausencia de pruebas que respalden los perjuicios reclamados, se 

cuestiona la legitimidad y la validez de las pretensiones elevadas por el demandante. 

 

VI. DE LAS PRUEBAS  

 

a. SOLICITUDES PROBATORIAS DE LA DEMANDADA  

 

Documentales:  

 

1. Consulta a sistemas de información comercial, validación titularidad cuentas 4601562-7, 

4572108-3 y 0333444-6.  

2. Radicado 02288092 del 28 de noviembre de 2018.  

3. Decisión 07277728 del 17/12/2018.  

4. Decisión 07288455 del 21/12/2018.  

5. Decisión 07384260 el 27/02/2019.  

6. Resolución 20198140043475 del 20/03/2019.  

7. Radicado 02373810 del 08 de abril de 2019.  



 

8. Decisión 07474480 el 30/04/2019.  

9. Decisión 07474482 del 30/04/2019.  

10. Decisión 07475340 del 02/5/2019.  

11. Comunicación 07500894 del 16/05/2019.  

12. Histórico orden de suspensión cuenta 0333444. 

13. Histórico ordenes de suspensión cuenta 4572108.  

14. Histórico ordenes de suspensión cuenta 4601562. 

15. Resolución N° 20198150081135 del 03/05/2019.  

16. Comunicación No. 07532816 del 06/06/2019. 

17. Demite decisión No. 07563542 del 20/06/2019.  

18. Radicado 02442866 del 17/07/2019.  

19. Comunicación No. 07647857 del 06/08/2019.  

20. Radicado 02479633 del 05/09/2019.  

21. Radicado 02479658 del 05/09/2019.  

22. Radicado 02482108 del 09/09/2019.  

23. Radicado 02504125 del 07/10/2019.  

24. Radicado 02542374 del 29/11/2019 resolución no. 20198140338395 del 29/11/2019, cuenta 

4572108-3, artículo primero confirma decisión no. 07314768 del 15/01/2019, toda vez que la 

suspensión del servicio se ajuste a derecho.  

25. Radicado 02779862 del 29/10/2020.  

26. Radicado 02861734 del 25/02/2021.  

27. Radicado 02987938 del 20/09/2021.  

28. Radicado 03073172 del 17/02/2022.  

 

Testimoniales:  

 

1. Respetuosamente solicito al Despacho fijar fecha y hora para la práctica y recepción del 

testimonio de la funcionaria Angelica Garcia Betancourt - Energy Credit Management, Credit 

& Collection Management e-Solutions Commercial Operations and Supply Colombia y/o 

quien ocupe su cargo al momento de la práctica de la prueba, a efectos de que deponga 

sobre los hechos, pretensiones sobre las que se funda el presente trámite jurisdiccional.  

 

2. Respetuosamente solicito al Despacho fijar fecha y hora para la práctica y recepción del 

testimonio del funcionario Gilberto Alexander Porras Forero adscrito a la Oficina de 

Peticiones y Recursos de Enel Colombia S.A. E.S.P. y/o quien ocupe su cargo al momento 

de la práctica de la prueba, a efectos de que deponga sobre los hechos, pretensiones sobre 

las que se funda el presente trámite jurisdiccional.  

 

Interrogatorio de parte:  

 

Solicito al Señor Juez fijar fecha y hora para la práctica de interrogatorio de parte a fin de que, el 

demandante LINO LOPEZ QUIJANO absuelva el cuestionario y/o interrogatorio que verbalmente 

formularé en el momento procesal oportuno, sobre las cuestiones propias relatadas en los hechos y 

pretensiones que sirven de sustento al presente trámite jurisdiccional.   

 

I. ANEXOS 

 

• Poder conferido en favor de la suscrita conforme a lo dispuesto en la Ley 2213 de 2022. 

• Certificado de Existencia y Representación Legal de Enel Colombia S.A. E.S.P.  

• Las anunciadas como documentales en el acápite de pruebas.  

 

II. DIRECCIÓN DE NOTIFICACIONES 

 

Por último, solicito de manera respetuosa que cualquier decisión que se adopte respecto se notifique 

a Enel Colombia S.A. E.S.P. en los correos electrónicos: notificaciones.judiciales@enel.com y 

juliana.alvarez2@outlook.com.  

  

Del Señor Juez,  

 

Cordialmente;  

 

 

 

 

 

JULIANA ANDREA ÁLVAREZ BERNAL  

C.C. 1.010.239.936 de Bogotá D.C.  

T.P. 369.614 del C. S. de la J.  

Apoderada Judicial  

Enel Colombia S.A. E.S.P.  

 

mailto:notificaciones.judiciales@enel.com
mailto:juliana.alvarez2@outlook.com
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Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios
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Sede Principal: Carrera 18 No  84-35 - Bogotá D.C., Colombia - Código postal: 110221
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Al contestar por favor cite estos datos:
Radicado No.: 20198150635121

Fecha: 2019-09-05

 
GD-F-046 V.4

 

Bogotá D.C.

 

Señor (a)

Representante Legal

CODENSA S.A. ESP
peticionescodensa@enel.com
BOGOTA - D.C.

 

NOTIFICACIÓN POR AVISO
LA DIRECCIÓN TERRITORIAL CENTRO TENIENDO EN CUENTA QUE:

 

Al no haberse llevado a cabo  la notificación personal de la Resolución No. SSPD 20198150204195 de 
fecha 23/08/2019, con el No. de Expediente 2019815390201032E, por medio de la cual se resuelve un 
RECURSOS DE QUEJA  y con el fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 69 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se realiza la notificación subsidiaria 
por AVISO, remitiendo copia íntegra del acto administrativo.
Se advierte que contra este acto administrativo, no procede recurso alguno, por encontrarse agotada la 
actuación administrativa.

 

La presente notificación se considerará surtida al finalizar el día siguiente al de la entrega del Aviso en 
el lugar de destino o correo electrónico.
 
Cordialmente,

 

WALTER ROMERO ÁLVAREZ  

Director Territorial Centro 
Anexo:    Copia íntegra de la resolución
Proyectó: BEATRIZ ADRIANA VALDERRAMA ZABALETA
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Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios

www.superservicios.gov.co - sspd@superservicios.gov.co

Sede Principal: Carrera 18 No  84-35 - Bogotá D.C., Colombia - Código postal: 110221
PBX;(1)691 30 05 FAX (1) 691 30 59 -sspd@superservicios.gov.co
Linea de Atención (1) 691 30 06 Bogotá. Linea Gratuita 01 8000 91 03 05
NIT: 800.250.984.6
Dirección Territorial Centro
Calle 19 No.13 A 12 - Bogotá D.C., Colombia - Código postal: 110311
PBX (1) 3550855 – Fax (1) 3 3410 68– dtcentro@superservicios.gov.co
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Al contestar por favor cite estos datos:
Radicado No.: 20198144560151

Fecha: 2019-09-05
GD-F-046 V.4

 

Bogotá D.C.
 
Señor (a)
Representante Legal
CODENSA S.A. ESP
PETICIONESCODENSA@ENEL.COM
BOGOTA -  D.C.
 

NOTIFICACIÓN POR AVISO
LA DIRECCIÓN TERRITORIAL CENTRO TENIENDO EN CUENTA QUE:

 

Al no haberse llevado a cabo  la notificación personal de la Resolución No. SSPD 20198140202085 de 
fecha 22/08/19, con el No. de Expediente 2019814390118018E, y con el fin de dar cumplimiento a lo 
dispuesto en el artículo 69 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, se realiza la notificación subsidiaria por AVISO, remitiendo copia íntegra del acto 
administrativo.
Se advierte que contra este acto administrativo, no procede recurso alguno, por encontrarse agotada la 
actuación administrativa.
 

La presente notificación se considerará surtida al finalizar el día siguiente al de la entrega del Aviso en 
el lugar de destino o correo electrónico.
 
Cordialmente,

 

WALTER ROMERO ALVAREZ

Director Territorial Centro 
Anexo:    Copia íntegra de la resolución
Proyectó: LEIDY TATIANA HERNANDEZ
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Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios

www.superservicios.gov.co - sspd@superservicios.gov.co

Sede Principal: Carrera 18 No  84-35 - Bogotá D.C., Colombia - Código postal: 110221
PBX;(1)691 30 05 FAX (1) 691 30 59 -sspd@superservicios.gov.co
Linea de Atención (1) 691 30 06 Bogotá. Linea Gratuita 01 8000 91 03 05
NIT: 800.250.984.6
Dirección Territorial Centro
Calle 19 No.13 A 12 - Bogotá D.C., Colombia - Código postal: 110311
 PBX (1) 3550855 – Fax (1) 3 3410 68– dtcentro@superservicios.gov.co
www.superservicios.gov.co  

Al contestar por favor cite estos datos:
Radicado No.: 20198150638771

Fecha: 2019-09-09

 
GD-F-046 V.4

 

Bogotá D.C.

 

Señor (a)

Representante Legal

CODENSA S.A. ESP
peticionescodensa@enel.com
BOGOTA - D.C.

 

NOTIFICACIÓN POR AVISO
LA DIRECCIÓN TERRITORIAL CENTRO TENIENDO EN CUENTA QUE:

 

Al no haberse llevado a cabo  la notificación personal de la Resolución No. SSPD 20198150205935 de 
fecha 26/08/2019, con el No. de Expediente 2019815390201030E, por medio de la cual se resuelve un 
RECURSOS DE QUEJA  y con el fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 69 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se realiza la notificación subsidiaria 
por AVISO, remitiendo copia íntegra del acto administrativo.
Se advierte que contra este acto administrativo, no procede recurso alguno, por encontrarse agotada la 
actuación administrativa.

 

La presente notificación se considerará surtida al finalizar el día siguiente al de la entrega del Aviso en 
el lugar de destino o correo electrónico.
 
Cordialmente,

 

WALTER ROMERO ÁLVAREZ  

Director Territorial Centro 
Anexo:    Copia íntegra de la resolución
Proyectó: BEATRIZ ADRIANA VALDERRAMA ZABALETA

 

Página 1 de 1











20198145087041

Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios

www.superservicios.gov.co - sspd@superservicios.gov.co

Sede principal. Calle 19 nro. 13 A -12, Bogotá D.C. Código postal: 110311
PBX (1) 691 3005. Fax (1) 691 3059 - sspd@superservicios.gov.co
Línea de atención (1) 691 3006 Bogotá. Línea gratuita nacional  01 8000 91 03 05
NIT: 800.250.984.6
www.superservicios.gov.co

Al contestar por favor cite estos datos:
Radicado No.: 20198145087041

Fecha: 2019-11-28

 

GD-F-047 V.4

 

Señor (a)

CODENSA S.A. ESP

peticionescodensa@enel.com

peticionescodensa@enel.com

BOGOTA -  D.C.

 

NOTIFICACIÓN ELECTRÓNICA

 

Conforme a su autorización radicada bajo el No. 20198100391702.  del 04/09/19. y de acuerdo a lo dispuesto en el 
artículo 56 y 67 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso administrativo (C.P.A.C.A.), me 
permito notificarlo personalmente por medio electrónico de la Resolución No. SSPD, 20198140338395 del 
21/11/2019 proferida dentro del expediente No. 2019814390114493E, “Por la cual se decide, RECURSOS DE 
APELACION, remitiendo copia íntegra del acto administrativo.

 

Se advierte que contra el presente acto administrativo no procede recurso alguno.

 

La presente notificación se entenderá surtida el día de recibo del presente oficio.

 

WALTER ROMERO ALVAREZ 

Notificador designado y/o responsable

Nombre completo y cargo

 

Anexo: Copia íntegra de la resolución

Proyectó: LAURA NATALY QUINTERO SANTISTEBAN
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Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios

www.superservicios.gov.co - sspd@superservicios.gov.co

Este documento está suscrito con firma mecánica autorizada mediante resolución No. SSPD20181000120415 del 25/09/2018
Dirección Territorial Centro: Diagonal 92 No. 17 A – 42 Edificio Brickell Piso 3, Bogotá D.C.
PBX (1) 691 3005. Fax (1) 691 3059 - sspd@superservicios.gov.co
Línea de atención (1) 691 3006 Bogotá. Línea gratuita nacional  01 8000 91 03 05
NIT: 800.250.984.6
www.superservicios.gov.co

Al contestar por favor cite estos datos:
Radicado No.: 20208141792021

Fecha: 2020-10-28

 

GD-F-047 V.4

 

Señor (a)

CODENSA S.A. ESP

peticionescodensa@enel.com

peticionescodensa@enel.com

BOGOTA -  D.C.

 

NOTIFICACIÓN ELECTRÓNICA

 

Conforme a su autorización radicada bajo el No. 20198100391702.  del 04/09/2019. y de acuerdo a lo dispuesto en 
el artículo 56 y 67 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso administrativo (C.P.A.C.A.), me 
permito notificarlo personalmente por medio electrónico de la Resolución No. SSPD, 20208140304955 del 
23/10/2020 21:43:59 proferida dentro del expediente No. 2019814390103050E, “Por la cual se decide, 
RECURSOS DE APELACION, remitiendo copia íntegra del acto administrativo.

 

Se advierte que contra el presente acto administrativo no procede recurso alguno.

 

La presente notificación se entenderá surtida el día de recibo del presente oficio.

 

WALTER ROMERO ALVAREZ

Director Territorial Centro 

 

Anexo: Copia íntegra de la resolución

Proyectó: LAURA NATALY QUINTERO SANTISTEBAN

Página 1 de 1



            *20208140304955*
PS-F-015 V4                                                               

Página  1 de 7
RESOLUCIÓN No. SSPD - 20208140304955 DEL 23/10/2020

Expediente No. 2019814390103050E

Por la cual se decide un Recurso de Apelación

EL DIRECTOR TERRITORIAL CENTRO DE LA SUPERINTENDENCIA DE 
SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS

En ejercicio de sus facultades y, en especial de las que le confiere el artículo 79 numeral 29, ar-
tículos 154 y 159 de la Ley 142 de 1994, modificados por la Ley 689 de 2001 y el artículo 20 nu-
merales 1 y 2 del Decreto 990 de 2002, modificado por el artículo 2 del Decreto 2590 de 2007,

Ley 1437 de 2011 y con fundamento en los siguientes:

I. ANTECEDENTES

Mediante petición radicada en sede del prestador con el No. 02280549 del 16 de noviembre de
2018 y 02282064 del 19 de noviembre de 2018, el(a) usuario(a) identificado con la cuenta No.
4601562-7, solicitó la reconexión del servicio de energía. 

El prestador CODENSA S.A. ESP - CODENSA S.A. ESP - DAVID FELIPE ACOSTA CORREA,
mediante  decisión  No.  072612255  del  06  de  diciembre  de  2018,  resolvió  la  reclamación
presentada, en el sentido de no acceder a la pretensión del usuario, en el cual se le informó la
imposibilidad  de  acceder  a  su  requerimiento,  como  quiera  que  la  cuenta  No.  4601562-7,
presentaba una deuda pendiente por valor de $2.767.730=, en consecuencia, hasta tanto no se
efectuara el  pago de la totalidad de la deuda existente,  no era procedente de trámite  a la
solicitud de restablecimiento del servicio.

El(a) usuario(a) LINO LOPEZ QUIJANO, mediante radicado No. 02305449 del 24 de diciembre
de  2018,  presentó  Recurso  de  Reposición  y  en  subsidio  de  Apelación  contra  la  decisión
tomada por el prestador, solicita la reconexión del servicio.

El prestador CODENSA S.A. ESP - CODENSA S.A. ESP - DAVID FELIPE ACOSTA CORREA,
identificada con Nit  8300372480, mediante acto administrativo No. 07314654 del 15 de enero
de  2019,  resolvió  confirmar  la  decisión  recurrida; y  se  concedió  la  apelación  ante  esta
Superintendencia, el cual fue radicado bajo el No. 20195290053482 de fecha, 23/01/2019.

Mediante auto  de suspensión No.  SSPD – 20198140001216  del  03 de mayo de 2019,  se
suspendió el recurso de apelación No. 20195290053482 del 23 de enero de 2019, para que se
investigue al  prestador del  servicio  por  la  presunta configuración del  silencio administrativo
positivo. 

Mediante  radicado  No.  SSPD  –  20208000018581 del  28  de  enero  de  2020,  la  Dirección
General Territorial procedió a declarar improcedente la solicitud de investigación por presunta
configuración de silencio administrativo positivo, y ordenó continuar con el trámite del recurso
de apelación bajo el radicado No. 20195290053482 del 23 de enero de 2019.

II. PROCEDENCIA DEL RECURSO DE APELACIÓN

 
Sede principal. Carrera 18 Nro. 84-35, Bogotá D.C. Código postal: 110221
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Verificados los requisitos de admisibilidad de los recursos interpuestos, de conformidad con el
Artículo  77 del  C.P.A.  y  C.A.;  154 y 159 de la  Ley 142 de 1.994,  se encuentra  que  el(a)
señor(a) LINO LOPEZ QUIJANO, presentó en término y con el lleno de los requisitos legales el
recurso de Reposición y en subsidio de Apelación, por lo que esta Superintendencia entra a
resolver el recurso.

III. PROBLEMA JURÍDICO A RESOLVER EN APELACIÓN

El supuesto fáctico que se somete en segunda instancia a consideración de esta Dirección
Territorial de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios y que constituye el debate
jurídico a resolver en el presente caso, consiste en determinar si es procedente la suspensión
del servicio, y si es procedente la reconexión del servicio. 

IV. PRUEBAS OBRANTES EN EL EXPEDIENTE

Las pruebas que se relacionan a continuación son las que obran dentro del expediente que
envió el prestador para que se resolviera el recurso de apelación:  

1. Derecho de petición No. 02280549 del 16 de noviembre de 2018 y 02282064 del 19 de
noviembre de 2018

2. Acto Administrativo expedido por CODENSA S.A. ESP - CODENSA S.A. ESP - DAVID
FELIPE ACOSTA CORREA, No. 072612255 del 06 de diciembre de 2018

3. Recurso de reposición y en subsidio de apelación No. 02305449 del 24 de diciembre
de 2018

4. Decisión del Recurso de Reposición No. 07314654 del 15 de enero de 2019
5. Trámites de notificación
6. Acta de Inspección 
7. Duplicado de Facturas
8. Histórico de consumos 

V. ANÁLISIS DEL DESPACHO

La Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios (SSPD) en ejercicio de las funciones
previstas en el artículo 79 de la Ley 142 de 1994, modificadas por el artículo 13 de la Ley 689
de  2001,  de  control  y  vigilancia  frente  a  las  empresas  prestadoras  de  servicios  públicos
domiciliarios, le corresponde resolver los recursos de apelación que interpongan los usuarios
conforme a lo establecido en el artículo 159 de la Ley 142 de 1994 (modificado por el artículo 20
de la Ley 689 de 2001).

Bajo la anterior competencia, una vez analizadas las pruebas que obran en el expediente y
teniendo en cuenta  los argumentos  del  recurrente  y  de la  empresa  prestadora  del  servicio
público  domiciliario  de  energía,  esta  Dirección  Territorial  se  permite  realizar  en  sede  de
apelación, el siguiente análisis: 

Acorde  al  régimen  de  servicios  públicos  domiciliarios  o  Ley  142  de  1994,  el  contrato  de
servicios públicos es uniforme y consensual. En dicho contrato una empresa presta un servicio
a un usuario a cambio de un precio en dinero, según estipulaciones por ella definidas. 

El artículo 130 de la ley en mención, modificado por el  artículo 18 de la Ley 689 del 2001,
señala como partes del contrato a la empresa y al suscriptor y/o usuario. 

La Ley 142 de 1994, establece los mecanismos que hacen posible la defensa de los derechos
de los usuarios y suscriptores, entre ellos el de poder acceder a las empresas prestadoras de
los  servicios  públicos  mediante  derecho  de  petición.  No  obstante,  la  defensa  permitida
encuentra una limitante, en cuanto el artículo 154 de la Ley en cita, que establece: “En ningún
caso, proceden reclamaciones contra facturas que tuviesen más de cinco (5) meses de haber
sido expedidas por las empresas de servicios públicos (Subraya fuera del texto original)”.

Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios
www.superservicios.gov.co   -  sspd@superservicios.gov.co
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La citada norma establece una especie de término de caducidad, a cuyo acaecimiento no es
posible que el usuario o suscriptor levante reclamación contra la empresa de servicios públicos;
ésta  caducidad  tiene  lugar  al  cabo  de  cinco  (5)  meses  contados  a  partir  de  la  fecha  de
“expedición” de la factura correspondiente. Este sistema preclusivo, permite que las situaciones
jurídicas adquieran certeza y no se mantenga latente la posibilidad de atacar el contenido de la
facturación por un tiempo indeterminado, en aras de garantizar el  beneficio de la seguridad
jurídica, so pena, que al no utilizar las herramientas jurídicas para la defensa de los derechos
en el término establecido para ello, puede conllevar a perderlos.1 

La  presente  controversia  es  definir  si  es  procedente  la  suspensión  del  servicio,  y  si  es
procedente la reconexión del servicio 

Antes de entrar a resolver el caso es preciso señalar lo establecido en el artículo 128 de la Ley
142 de 1994 establece que el contrato de servicios públicos es:

Un contrato uniforme, consensual, en virtud del cual una Empresa de Servicios Públicos los
presta a un usuario a cambio de un precio en dinero, de acuerdo con estipulaciones que han
sido definidas por ella para ofrecerlas a muchos usuarios no determinados.

Hacen parte del contrato no solo sus estipulaciones escritas, sino todas las que la empresa apli-
ca de manera uniforme en la prestación del servicio. Existe contrato de servicios públicos aun
cuando alguna de las estipulaciones sean objeto de acuerdo especial con uno o algunos usua-
rios.

Lo  estipulado  en  el  artículo 134 de  la  ley  142  de  1994,  que  es  desarrollo  directo  de  los
artículos 1, 2, 334 y 365 de la Constitución, dispone que “Cualquier persona capaz de contratar
que habite o utilice de modo permanente un inmueble, a cualquier título, tendrá derecho a
recibir los servicios públicos domiciliaros al hacerse parte de un contrato de servicios públicos”.

La suspensión del servicio es procedente de acuerdo con los artículos 138 y siguientes de la
Ley 142 de 1994, en los eventos de mutuo acuerdo (art. 138), en interés del servicio (art. 139) y
por incumplimiento del usuario frente a la ejecución del contrato (art. 140).

De conformidad con el artículo 140 de la ley 142 de 1994, las empresas de servicios públicos
pueden suspender el servicio por incumplimiento del contrato de servicios públicos. 

En el contrato de condiciones uniformes en las cláusulas 9.1 y 9.5, se estipula dentro de las
obligaciones del usuario la siguiente: 

“9.1  Cumplir  con  el  pago  oportuno  de  los  servicios  de  conexión  y  las  facturas  de  cobro
expedidas por la empresa”.

“9.5 Facilitar el acceso al inmueble a las personas autorizadas por LA EMPRESA para hacer
revisiones, nuevas conexiones a las instalaciones, suspensiones, corte del servicio, retiro de
medidores y en general,  cualquier  diligencia  que sea necesaria,  para la  ejecución de este
Contrato”

Igualmente, la empresa establece en la cláusula 20 las causales que da lugar al incumplimiento
del  Contrato  de  Condiciones  Uniformes,  para  el  caso  objeto  de  estudio  se  determina  las
siguientes: “(…)

20.  INCUMPLIMIENTO  DEL  CONTRATO,  Si  EL  CLIENTE  incumple  las  obligaciones,
condiciones,  términos  y  procedimientos  previstos  en este  Contrato  o  en  la  regulación,  LA
EMPRESA  procederá  a  tomar  las  siguientes  acciones  de  acuerdo  con  la  clase  de
incumplimiento: (…)

1 Concepto SSPD OJ-2008-166

Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios
www.superservicios.gov.co   -  sspd@superservicios.gov.co
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“20.1.4  Incumplir  las  normas  de  seguridad  en  sus  instalaciones  eléctricas  o  encontrar
anomalías en las conexiones, parciales, acometidas, medidores, sellos, cajas de medidores,
pernos, chapas, líneas, entre otros.

(…)

20.1.11 No instalar o impedir la instalación del sistema de medida

20.1.12.  Impedir  la  revisión o verificación del  sistema de medida y las instalaciones,  o las
pruebas de servicio.

20.1.13.  Impedir  el  retiro  del  medidor  para  su  evaluación  en  un  laboratorio  legalmente
acreditado  para  este  fin.  Cuando  se  suspenda  el  servicio  se  dejará  en  el  inmueble  una
constancia, en la que se indique la causa de la suspensión y los requisitos para obtener la
reconexión…”

Por su parte, la Resolución CREG 108 de 1997, frente al tema de la suspensión establece lo
siguiente: 

“Artículo 55º. Suspensión por incumplimiento. De acuerdo con lo previsto en el artículo 140
de la ley 142 de 1994, el incumplimiento del contrato por parte del suscriptor o usuario da lugar
a la suspensión del servicio en los eventos señalados en las condiciones uniformes del contrato
de servicios y en todo caso en los siguientes:

a) La falta de pago por el término que fije la entidad prestadora, sin exceder en todo caso de
tres períodos de facturación;
b) Fraude a las conexiones, acometidas, medidores o redes;
c) La alteración inconsulta y unilateral por parte del usuario o suscriptor de las condiciones con-
tractuales de prestación del servicio;
d) De acuerdo con lo dispuesto en el numeral 5º del artículo 133 de la ley 142 de 1994, en el
caso de los suscriptores o usuarios beneficiarios de subsidios, dar a la energía eléctrica y/o al
gas combustible, un uso distinto de aquel por el cual se otorga el subsidio, o revenderlo a otros
usuarios.

Parágrafo. Así mismo, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 140 de la ley 142 de 1994,
durante la suspensión,  ninguna de las partes podrá tomar medidas que hagan imposible el
cumplimiento de las obligaciones recíprocas, tan pronto termine la causal de suspensión. Haya
o no suspensión, la entidad prestadora podrá ejercer todos los demás derechos que las leyes y
el contrato de servicios públicos le conceden para el evento del incumplimiento.”

Sobre el restablecimiento del servicio, el artículo 142 de la Ley 142 de 1994 se ha referido en
los siguientes términos: “Para restablecer el servicio, si la suspensión o el corte fueron
imputables al suscriptor o usuario, éste debe eliminar su causa, pagar todos los gastos de
reinstalación o reconexión en los que la empresa incurra, y satisfacer las demás sanciones
previstas, todo de acuerdo con las condiciones uniformes del contrato”. (Negrilla y subrayado
fuera de texto)

Así las cosas, es necesario indicar que el usuario debe permitir la revisión  o verificación del
equipo de medición  y las instalaciones,  practicar  las pruebas necesarias,  con el  objeto  de
garantizar la correcta medición del  consumo, en el  caso en que no se permita  realizar las
respectivas intervenciones y de acuerdo con lo  establecido en el  Contrato de Condiciones
Uniformes de la Empresa, la empresa está facultada para suspender el servicio.

Con base en lo anterior, si la suspensión del servicio se ocasionó por una conducta imputable
al suscriptor o usuario, éste debe eliminar su causa pagando todos los gastos de reconexión
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en los que la empresa incurra de acuerdo con lo establecido en el contrato de condiciones
uniformes.

Ahora bien, para el  caso objeto de estudio se revisa el  material  probatorio aportado por la
Empresa, se puede observar que, la suspensión del servicio se llevó a cabo teniendo en cuenta
que la cuenta No. 4601562-7, presentaba una deuda pendiente por valor de $2.767.730, como
se puede evidenciar  en las facturas  adjuntas en el  expediente,  bajo el  concepto  de saldo
anterior.

De acuerdo con lo anterior, es importante informar que la suspensión del servicio se efectuó en
cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 140 de la ley 142 de 1994 y la cláusula 20 del
contrato de condiciones uniformes de la empresa.

“Artículo 140.  SUSPENSIÓN POR INCUMPLIMIENTO.  El  incumplimiento  del  contrato por
parte del suscriptor o usuario da lugar a la suspensión del servicio en los eventos señalados en
las condiciones uniformes del contrato de servicios y en todo caso en los siguientes:

La falta de pago por el término que fije la entidad prestadora, sin exceder en todo caso de dos
(2) períodos de facturación en el  evento en que ésta sea bimestral  y de tres (3)  períodos
cuando sea mensual y el fraude a las conexiones, acometidas, medidores o líneas.

Es causal también de suspensión, la alteración inconsulta y unilateral por parte del usuario o
suscriptor de las condiciones contractuales de prestación del servicio.

Durante la suspensión, ninguna de las partes puede tomar medidas que hagan imposible el
cumplimiento de las obligaciones recíprocas tan pronto termine la causal de suspensión.

Haya o no suspensión, la entidad prestadora puede ejercer todos los derechos que las leyes y
el contrato uniforme le conceden para el evento del incumplimiento.”

Ahora bien, frente a los acuerdos de pago es pertinente indicar que la entidad no es competente
para revisar los convenios o acuerdo de pagos celebrados entre las partes, sobre el tema de los
convenios o acuerdos de pago,  vale la pena traer a colación el  siguiente concepto jurídico
SSPD_OAJ-2014-187:

“La celebración de acuerdos de pago o planes de financiamiento entre las empresas de servi-
cios públicos domiciliarios y sus usuarios es válida, en la medida en que dichos acuerdos res-
ponden al principio jurídico de la autonomía de la voluntad privada. 

Estos sistemas de financiación para los deudores morosos no son una obligación sino una fa-
cultad de las empresas, y si los usuarios deciden acogerse a ellos, deben cumplir lo acordado.
Con ellos se pretende que los usuarios morosos se pongan al día en sus obligaciones y cuen-
ten nuevamente con la disponibilidad del servicio. 

No obstante lo anterior, ha de señalarse que la sola disposición de las partes de llegar a un
acuerdo con respecto al pago de uno o varios períodos de facturación dejados de cancelar, im-
plica para la empresa de servicios públicos domiciliarios, una renuncia implícita a ejecutar las
acciones de suspensión del servicio, o a adelantar un proceso ejecutivo con fundamento en la
factura objeto del acuerdo, toda vez que el acuerdo de pago se constituirá en el nuevo título a
partir del cual la Empresa puede hacer exigibles las obligaciones que constituyen su objeto. 

Una vez celebrado el acuerdo, convenio o plan de financiamiento, este regulará las relaciones
entre las partes frente a su objeto, en virtud de lo dispuesto en el artículo 1602 del Código Civil
Colombiano, que señala que el contrato es ley para las partes, en concordancia con lo dispues-
to en el artículo 1494 ídem, que señala que los contratos se constituyen en fuente de obligacio-
nes entre las partes. 
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De tal forma que el acuerdo de pago sólo obliga a quien lo suscribe, independiente de la calidad
que ostente bien sea usuario, suscriptor o propietario. 

Si se hacen acuerdos de pago con el usuario de los servicios públicos, en los que no se haya
hecho parte el propietario o poseedor del inmueble, o el suscriptor (cuando es diferente al usua-
rio), estos otros deudores solidarios no serán solidarios del pago que se adeuda, porque el
acuerdo de pago es un contrato distinto al de servicios públicos, y en este nuevo contrato la so-
lidaridad no tiene una fuente legal, por lo tanto debe ser declarada expresamente, y en esa me-
dida debe ser aceptada y pactada por todos los eventuales deudores solidarios. 

Si el usuario incumple el acuerdo de pago, la empresa puede proceder a la ejecución de la obli-
gación derivada de aquel, pero ello no da lugar a la suspensión del servicio, siempre y cuando
el usuario esté cumpliendo con el pago oportuno de las facturas generadas con posterioridad al
acuerdo. 

Si el usuario que suscribe un acuerdo de pago, en el cual no es parte el propietario, incumple el
acuerdo de pago y se atrasa en el pago de las facturas del servicio generadas con posterioridad
a la firma del acuerdo, el propietario solo será solidario con relación a estas últimas.” Se colige
de lo transcrito, que los acuerdos de pago que se efectúan entre usuarios o suscriptores y las
prestadoras de servicios, hacen parte del principio de la autonomía de la voluntad, es decir, na-
cen del consentimiento de las partes y se materializa con la suscripción del acuerdo. Lo que
permite señalar que, no existen acuerdos de pago unilaterales, toda vez que esta clase de con-
tratos tienen como esencia la bilateralidad, es decir la pluralidad de partes. 

También se señaló en el texto citado, que el acuerdo de pago sólo obliga a quien lo suscribe,
sin importar qué vínculo tenga la persona sobre el bien inmueble donde se produjo la mora en
el pago de los servicios. Por lo tanto, se deduce que, una vez firmado el acuerdo, la prestadora
lo podrá recaudar en la forma pactada y si el obligado (quien firmó el acuerdo) incumple con el
pago, ésta podrá proceder a la ejecución, ante la autoridad correspondiente.”

Lo anterior, permite concluir que este Despacho no tiene competencia para revisar aquellos va-
lores respecto de los cuales hay un convenio o acuerdo de pago.

Con fundamento  en el  análisis  fáctico  y  jurídico  realizado en  los puntos  precedentes,  este
Despacho confirma el acto administrativo por medio del cual resolvió la reclamación inicial, de
conformidad con lo expuesto en el presente acto administrativo.

Finalmente, revisado el sistema de gestión de la entidad a la fecha, no se registra trámite por
los mismos hechos que pudiera indicar una duplicidad de expediente.

En mérito de lo expuesto, este Despacho,

RESUELVE:

ARTÍCULO  PRIMERO:  CONFIRMAR  la  decisión  administrativa  No.  072612255  del  06  de
diciembre de 2018, proferida por la empresa  CODENSA S.A. ESP - CODENSA S.A. ESP -
DAVID FELIPE ACOSTA CORREA, conforme las razones expuestas en la parte motiva de la
presente decisión.

ARTÍCULO SEGUNDO: NOTIFICAR personalmente el contenido de la presente Resolución,
el(a) señor(a) LINO LOPEZ QUIJANO, identificado(a) plenamente en el expediente, quien para
el efecto puede ser citado(a) en la CARRERA 5 NO 19 - 36 LOCAL 2 de la ciudad de BOGOTA
- D.C., o en el correo electrónico lino_lopez125@yahoo.es, haciéndole entrega de una copia de
la  misma  y  advirtiéndole  que  contra  ésta  no  proceden  recursos  por  estar  agotado  el
procedimiento administrativo. De no lograrse la notificación personal debe hacerse de acuerdo
con  lo  previsto  en  el  Código  de  Procedimiento  Administrativo  y  de  lo  Contencioso
Administrativo.
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ARTÍCULO TERCERO: NOTIFICAR electrónicamente del contenido de la presente Resolución
al  Representante  Legal  del  prestador  CODENSA  S.A.  ESP  -  CODENSA  S.A.  ESP  -
FRANCESCO BERTOLI, o a quien haga sus veces, al correo peticionescodensa@enel.com,
haciéndole entrega de una copia de la misma y advirtiéndole que contra ésta no proceden
recursos por estar agotado el procedimiento administrativo.

ARTÍCULO CUARTO: La presente Resolución rige a partir  de la fecha de su notificación y
contra ella no proceden recursos por encontrarse agotada la vía administrativa.

Dada en Bogotá D.C.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

WALTER ROMERO ÁLVAREZ
Director Territorial Centro de la Superintendencia de

Servicios Públicos Domiciliarios 

Este documento está suscrito con firma digital, autorizada mediante Resolución No. SSPD 20185000036745 del 12/04/2018, en virtud de los linea -
mientos dados en Circular Interna SSPD 20201000000074 del 16 de marzo de 2020, ante la emergencia sanitaria decretada por el Gobierno Nacional.

Proyectó: Lida Villamizar - Contratista
Revisó: Antoine Numa - Contratista
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Al contestar por favor cite estos datos:
Radicado No.: *20228140531301*

Fecha: *16-02-2022*

GD-F-047 V.6

Bogotá, D.C.

Señor(a)
CODENSA S.A. ESP
peticionescodensa@enel.com

NOTIFICACIÓN ELECTRÓNICA

Conforme a su autorización radicada bajo el No. 20198100391702. del 04/09/2019. y de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 56 y 67 del Código de
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (C.P.A.C.A.), me permito notificarlo personalmente por medio electrónico de la Resolución
No. SSPD, 20228140071895 del 14/02/2022 proferida dentro del expediente No. 2018814390134151E, “Por la cual se decide, “Resolución Recurso de
Apelación”, remitiendo copia íntegra del acto administrativo.

Se advierte que contra el presente acto administrativo no procede recurso alguno.

La presente notificación se entenderá surtida el día de recibo del presente oficio.

NATHALIA CERVERA HERNANDEZ
Directora Territorial Centro (E) de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios
Este documento está suscrito con firma mecánica, autorizada mediante Resolución No. SSPD 20201000057315 del 09/12/2020 modificada parcialmente con la Resolución No.
20201000057965 del 14 de diciembre de 2020.

Anexo: resolucion- 20228140071895
Nota: Para poder visualizar el adjunto dar clic en “VER ANEXOS” en el texto del correo recibido, como se visualiza en la siguiente imagen.

Proyectó: Wilmer Herrera  - Contratista
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